Boletín N° 2520-07.


Informe de las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, sobre el proyecto de ley que establece la obligación de secreto para quienes reciban información conducente a la ubicación de los detenidos desaparecidos. 


_______________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestras Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, pasan a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia en el carácter de “discusión inmediata”. �


--------


	Ha de hacerse constar que, por acuerdo unánime de los Comités Parlamentarios, adoptado en sesión 5ª ordinaria, en martes 20 de junio de 2000, se acordó que el proyecto fuera enviado únicamente a esta Comisión, otorgándole como plazo para su despacho el día de hoy, con el propósito de verlo en Sala, en sesión especial, el día miércoles 21 del presente, a contar de las 9.30 horas. 


	Con posterioridad y en virtud de un nuevo acuerdo unánime de los Comités Parlamentarios, adoptado en la misma sesión, se acordó que el proyecto fuera estudiado por las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


--------


	Ha de hacerse constar, asimismo, que por acuerdo de la Comisión, el inciso final del artículo único del proyecto, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en cuanto establece que a la información a que se refiere esta ley no le será aplicable el artículo 11 bis de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que regula los principios de probidad administrativa y de transparencia de la función pública y, respecto de este último, la publicidad de los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y de los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial.


	Como se recordará, esta norma fue incorporada en la referida ley por el artículo 1° de la ley N° 19.653, sobre probidad administrativa, habiendo declarado el Tribunal Constitucional, por sentencia de 19 de noviembre de 1999, que ella es propia de la citada ley orgánica constitucional.


--------


	Durante el estudio de esta iniciativa legal, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de los Ministros del Interior, don José Miguel Insulza Salinas, Secretario General de la Presidencia, don Alvaro García Hurtado, Secretario General de Gobierno, don Claudio Huepe García, y de Justicia, don José Antonio Gómez Urrutia; de la abogada  Pamela Pereira, miembro de la Mesa de Diálogo; de las representantes de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, señoras Viviana Díaz (Presidenta), Mireya García (Secretaria) y Carmen Vivanco (Tesorera); de la Presidenta del Partido Comunista de Chile, doña Gladys Marín Millie, y de los miembros de la Comisión Política de esa entidad, señores Andrés Lagos y Manuel Hernández.


I. Idea matriz o fundamental del proyecto.


	De acuerdo con lo expresado en el mensaje, la idea matriz o fundamental de proyecto es generar un mecanismo legal que viabilice el compromiso asumido por los representantes de las instituciones armadas y entidades religiosas y morales que concurrieron a la suscripción de la Declaración de la Mesa de Diálogo sobre Derechos Humanos con el objeto de obtener información útil y conducente para establecer el paradero y destino de los detenidos desaparecidos, para lo cual el Gobierno propone, tal como se le solicitara en la referida Declaración, establecer el secreto profesional para quienes reciban o recaben esa información.


--------


	La Declaración anterior, atendida su importancia, figura anexa al final de este informe.  


II. Antecedentes generales.


	Para el Gobierno, esta iniciativa representa un hito en la solución del problema de los detenidos desaparecidos, como lo fueran, en su oportunidad, la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada por  decreto supremo N° 355, de Interior, de 9 de mayo de 1990, que produjo el llamado “Informe Rettig”, y la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, creada por la ley N° 19.123, de 1992, cuyo objetivo fue la coordinación, ejecución y promoción de las acciones necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el informe de esa Comisión, que emitiera su informe final de diciembre de 1996.


Se recuerda que a partir de la restauración democrática, los esfuerzos de la Concertación y sus Gobiernos estuvieron dedicados con preferencia a la solución de la causa de los detenidos desaparecidos, el establecimiento de sus responsables y la averiguación urgente del paradero de los cuerpos.


--------


	Se destacan, en primer lugar, las actuaciones de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada en el año 1990 bajo el gobierno de don Patricio Aylwin Azócar, con el objeto de contribuir al esclarecimiento global de la verdad sobre las más graves violaciones a los derechos humanos cometidos en los últimos años, para lo cual se le encomendaron cuatro tareas específicas:


Establecer un cuadro lo más completo posible sobre los graves hechos de violación a los derechos humanos, sus antecedentes y circunstancias.


 Reunir información que permitiera individualizar a sus víctimas y establecer su suerte o paradero.


 Recomendar las medidas de reparación y reivindicación que estimara la justicia, y 


 Recomendar las medidas legales y administrativas que a su juicio debieran adoptarse para impedir o prevenir la comisión de nuevos atropellos graves a los derechos humanos.


De las recomendaciones de su informe, que se ha tenido a la vista, en el mensaje se destacan dos, por su atingencia con el proyecto de ley en comento:


a. Colaboración en la búsqueda de las víctimas.


Esa Comisión, pese al esfuerzo desplegado, no pudo reunir antecedentes que permitieran establecer la suerte o paradero de todas las víctimas, subsistiendo este problema en una magnitud casi sin variaciones en relación con la época en que se dictó el decreto de su creación, en atención a los numerosos casos de personas detenidas desaparecidas, o de aquellas que, no obstante haberse reconocido oficialmente su fallecimiento, aún permanecen ocultos sus restos mortales.  


En opinión de dicha Comisión, “el Estado no puede  abandonar la tarea de tratar de determinar el paradero de las víctimas o facilitar la búsqueda de los familiares, por ser una de las más elementales exigencias que se le formularon, anhelo compartido por amplios sectores del país, y cuya falta de solución haría persistir una grave dificultad para la convivencia y la reconciliación en Chile”.


“Debería ser, por lo tanto, función de la Fundación que se propone, persistir en esta búsqueda; para ello debe dotársela de facultades para hacerse parte en las investigaciones judiciales que se realicen con este fin, tener acceso al sumario por el solo ministerio de la ley, y estar investida, en general, de las atribuciones que faciliten su labor”.


b. Recopilación de antecedentes y calificación de los mismos.


Como al término de su trabajo, aún se continuaban recibiendo antecedentes de situaciones de violaciones a los derechos humanos, la Comisión señaló que "existe un número significativo de casos en los cuales no fue posible a esta Comisión formarse convicción respecto de la condición de víctimas de las personas cuya muerte o desaparición nos fue dada a conocer".


“Existe, por tanto, en esta materia una tarea inconclusa que hace necesario que una instancia estatal la continúe desarrollando, a fin de efectuar una calificación respecto de la condición de víctima de estas personas una vez que se presenten los antecedentes que por falta de tiempo no lograron reunirse.”


--------


A continuación, se destaca en el mensaje la labor de la Corporación de Reparación y Reconciliación, creada por la ley N° 19.123, de 1992, bajo el gobierno de don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, continuadora de la labor desplegada desde 1990 por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 


De conformidad con la ley que le dio origen, a la Corporación se le encomendaron diversas tareas, entre otras, las siguientes:


a. Promover y coadyuvar a las acciones que tendieran a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas que no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados, recopilando, analizando y sistematizando toda información útil a este propósito.


b. Recopilar antecedentes y efectuar las indagaciones necesarias para dictaminar en aquellos casos que conoció la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y en que no le fue posible formarse convicción respecto de la calidad de víctima de violaciones a los derechos humanos o de víctima de la violencia política del afectado o respecto de casos de la misma naturaleza, sobre los que no tuvo conocimiento oportuno o, habiéndolo tenido, no se pronunció sobre ellos  por falta de antecedentes suficientes.


c. Promover la reparación del  daño moral de las víctimas y otorgar la asistencia social y legal  que requieran los familiares de éstas para acceder a los beneficios legales. 


d. Formular proposiciones para la “consolidación de una cultura de respeto a los derechos humanos en el país".


En ejercicio de sus funciones, la Comisión desarrolló diversos proyectos e iniciativas de investigación, en distintos aspectos del régimen institucional y normativo, para perfeccionar el ordenamiento jurídico en lo relativo a la protección de los derechos humanos en aquellos aspectos en que se apreciaron deficiencias.


--------


Se destacan, por último, los beneficios reparatorios establecidos en la ley N° 19.123, en favor de los parientes de las víctimas, que son de dos tipos: una pensión de reparación mensual y beneficios educacionales.


En efecto, ciertos parientes de las víctimas como, cónyuge, padre o madre de la víctima, hijos e hijas de la misma tienen derecho a recibir una pensión vitalicia, que se reajusta anualmente. Asimismo, los beneficiarios de esta pensión tienen derecho a que el Estado entere a su costa la cotización del 7% para salud, a ser atendidos en forma gratuita en los establecimientos dependientes o adscritos al Sistema Nacional de Servicios de Salud y a gozar de cualquier otro beneficio previsional, cuyo pago alcanzó a la suma de 35 mil millones de pesos.


III. La propuesta de la Mesa de Diálogo. 


	1. La relevancia de esta propuesta.


	Avanzar hacia soluciones en materia de derechos humanos no ha sido un trámite breve. 


	Se han formulado, como se recuerda en el mensaje, otras proposiciones con anterioridad, que se han visto frustradas por diversas razones. Se mencionan, al efecto, los proyectos del Presidente Aylwin (BOL. 1057-07), enviado en agosto de 1993, que autorizaba la designación de Ministros de Cortes de Apelaciones reemplazantes y disponía nombramientos de Ministros en Visita para conocer de los procesos que indica,  y del Presidente Frei (BOL. 1681-07-S), enviado en agosto de 1995, que fijaba normas para contribuir efectivamente al esclarecimiento de la verdad en torno al destino de los detenidos desaparecidos y otros casos sobre derechos humanos, ambos archivados.


	Fruto de las experiencias anteriores, la propuesta que emana de la Mesa de Diálogo presenta diferencias sustantivas respecto de las iniciadas durante los dos Gobiernos anteriores. 


	En primer término, ella no responde a la visión o planteamiento de un gobierno, sino que emana de una instancia que ha sido capaz de concitar el compromiso de instituciones, entidades y personas directamente involucradas en los temas pendientes sobre derechos humanos. Esta es una proposición de Estado, que emana de la voluntad de restablecer el diálogo y la confianza dentro de nuestra comunidad nacional.


	En segundo lugar, como se habló con la verdad, se arribó a la conclusión de que hay hechos sobre los cuales no cabe otra actitud legítima que el rechazo y la condena, así como la firme decisión de no permitir que se repitan. La Mesa de Diálogo se refirió a las graves violaciones a los derechos humanos, en que incurrieron agentes de organizaciones del Estado durante el gobierno militar, así como a la violencia política cometida por algunos opositores al régimen militar.


	Por ello, esta propuesta, a diferencia de todas las anteriores, parte de la base de una verdad compartida.


	En tercer lugar, esta iniciativa tiene un propósito muy acotado, que busca configurar un camino viable para dar un paso más para establecer el paradero o destino de los detenidos desaparecidos. 


	2.  El contenido de la propuesta de la Mesa de Diálogo.


	La Mesa de Diálogo — como contenidos principales de un compromiso para ser asumido por el país entero —  propuso que "con el objeto de obtener información útil y conducente para establecer el paradero y destino de los detenidos desaparecidos, ... se dicten disposiciones legales que establezcan el secreto profesional en los términos que se señalan más adelante", “con el objeto de establecer el secreto profesional para quienes reciban o recaben información” sobre su paradero.


	Con tal propósito, establece compromisos para distintos órganos y personas. 


	— A las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, el compromiso solemne — asumido en la propia Declaración — de desarrollar, en un plazo de seis meses, desde que entre en vigencia la legislación que propone, los máximos esfuerzos posibles para obtener información útil para encontrar los restos de los detenidos desaparecidos o establecer su destino. La información que por esta vía obtenga, será entregada al Presidente de la República.


	Las personas pertenecientes a dichas instituciones, que reciban o recaben esta información, "estarán amparados por el secreto profesional, conforme al cual no estarán legalmente obligadas a señalar su fuente, quedando de este modo en reserva la identidad del informante. Quienes violen este secreto profesional deberán ser sancionados de acuerdo a la legislación vigente."


	— A las instituciones religiosas y éticas presentes en la Mesa de Diálogo, el compromiso de colaborar en esta tarea y de promover mecanismos para que sus respectivas instituciones puedan recibir información útil y conducente, que se quiera hacer llegar por esa vía, para lo cual gozarán igualmente de la facultad legal de no revelar sus fuentes de información. La ley deberá establecer las categorías de personas que detentarán las prerrogativas del secreto. Los antecedentes que por esta vía se obtengan, serán entregados también al Presidente de la República.


	— Al Poder Ejecutivo, para que en el más breve plazo posible, proponga al Congreso Nacional las modificaciones legales necesarias; que disponga de los recursos materiales y humanos que requieran las diferentes instancias y organismos, y que solicite a la Excma. Corte Suprema la designación de los Ministros en Visita que correspondan, una vez recibida la información pertinente.


	— Al Congreso Nacional, para que otorgue la máxima prioridad al proyecto de ley que proponga el Presidente de la República en orden a establecer el secreto profesional.


		— A la Corte Suprema de Justicia, para que designe Ministros en Visita a fin de que se aboquen y otorguen especial atención a las causas que, con motivo de la información remitida por el Presidente de la República, sea necesario instruir para los fines de aclarar el paradero de los detenidos desaparecidos. En aquellos casos en que la nueva información corresponda a procesos que se encuentran en actual tramitación, ésta deberá remitirse al tribunal correspondiente.


	Asimismo, para que instruya a los Ministros en Visita para que las causas sean tramitadas con la mayor expedición posible, especialmente en lo referente a la localización, exhumación, identificación, establecimiento de la data y causas de la muerte, así como la entrega de los restos a sus familiares, todo ello de acuerdo con la legislación vigente.


	— Al Presidente de la República, como máxima autoridad de la Nación para que, "una vez finalizada la vigencia de las medidas propuestas, evalúe los resultados del conjunto de estos esfuerzos y, si lo estima necesario, las prorrogue por otros seis meses."


	Cabe señalar, por último, que la Mesa de Diálogo declaró que quien oculte la información que pueda tener sobre el paradero o suerte de los detenidos desaparecidos incurre en una conducta moralmente condenable y antipatriótica, sin perjuicio de que ella puede ser constitutiva, de acuerdo a la legislación vigente, de los delitos de perjurio, falso testimonio u obstrucción a la justicia. Igualmente, quienes entreguen información falsa o tendenciosa, pueden incurrir en los delitos de calumnia o denuncia calumniosa.


	3. El discurso del Presidente de la República.


	Se consignan en el mensaje algunos párrafos destacados del discurso del Presidente de la República, al dar a conocer al país, el pasado 13 de junio, el contenido del acuerdo de la Mesa de Diálogo, los que se consignan en la medida que permiten precisar mejor su sentido y alcance y resolver algunas de las interrogantes que los señores Diputados presentes en el debate formularan durante la discusión, de todo lo cual hay constancia en actas.


	En esa ocasión, el Primer Mandatario señaló que  "este documento se hace cargo de las tareas que están pendientes. Señala cómo hacer para que todos nosotros, la Patria toda, se comprometa para que nunca más vuelvan a ocurrir estos hechos en nuestra historia. Y luego, cómo a partir de eso, damos cuenta de las tareas pendientes que, en lo esencial, tienen que ver con cómo abordamos de una forma ecuánime, adecuada, justa, la tarea de encontrar a los que todavía no están."


	Al evaluar el contenido del Acuerdo, precisó que "La Mesa de Diálogo establece un camino para dar con los cuerpos de los detenidos desaparecidos. Encontrarlos es un deber de los 15 millones de chilenos que tenemos que tener la misma altura de miras que tuvo la Mesa de Diálogo."


	Respecto de la entrega de información, afirmó que: "Ustedes dicen allí, y con razón, que ocultar información es, además de inmoral e ilegal, antipatriótico. Tienen razón. Chile no se detiene. La institucionalidad seguirá funcionando..." y que "No me cabe duda de que vamos a avanzar y vamos a encontrar aquellos desaparecidos. No me cabe duda que llegado el momento se podrá establecer la data precisa de su muerte y no me cabe duda que cuando ello ocurra el Poder Judicial hará lo que corresponde conforme a derecho." 


	Respecto a los escenarios futuros expresó que "el Poder Judicial seguirá tramitando las causas, el Congreso Nacional seguirá buscando acuerdo para la reforma de la Constitución y el país seguirá caminando hacia una mejor convivencia de paz y progreso para todos. Confío en que lo vamos a lograr hacer. Confío en que estas herramientas darán su fruto en el plazo que hemos planteado y estaremos en condiciones de decir, en consecuencia, que hemos cerrado una página de nuestra historia, no en lo profundo de nuestros corazones, porque ahí cada uno de los chilenos y chilenas tendrá que ser capaz de reconciliarse con el futuro."


--------


	Con el mismo fin de precisar el sentido y alcance del proyecto en informe, el mensaje es enfático en señalar que:


No es una ley de punto final.


No impide actuar a los tribunales, pues no afecta ni entorpece su labor.


No es una interpretación de la ley de amnistía.


IV. Contenido del proyecto.


	El proyecto aparece estructurado en un artículo único, que consta de seis incisos, en los cuales se abordan las siguientes materias:


	1.	Deber de reserva.


	El proyecto, establece un "deber de reserva" que pesa sobre ciertas personas, que les impide comunicar o dar información respecto del nombre y de los datos que sirvan para identificar a quienes les proporcionen o confíen información útil y conducente para establecer el paradero y destino de los detenidos desaparecidos.


	La información conseguida de este modo no queda amparada por el secreto.  Una extensión mayor del deber impediría que el núcleo de lo entregado o confiado pudiese ser transmitido con éxito.


	El deber de reserva se materializa en una carga u obligación legal análoga a la del secreto profesional, con algunas diferencias, como las que se explicitan en el mensaje.


	El acuerdo no ha señalado o delineado una nueva figura de secreto, ni tampoco lo ha pretendido. Sólo busca hacer análoga la prerrogativa y deber del secreto profesional a ciertas personas que actualmente no lo tienen.


	2. Derecho inalienable.


	La iniciativa legal, con el fin de acotar su ámbito, hace una explicita remisión al artículo 6º de la ley Nº 19.123, que crea la Corporación de Reparación y Reconciliación, disposición que establece el derecho inalienable de los familiares de los detenidos desaparecidos a ubicar sus cuerpos y establecer su paradero y destino. 


	Esto significa decir que esta propuesta representa una forma de ejercicio del derecho aludido y, paralelamente, un deber para el Estado en la protección de la persona humana y en la salvaguardia de su dignidad esencial.


	3. Personas afectadas por el deber de reserva.


	El deber de reserva se entiende impuesto a las personas que cumplan dos requisitos:


	3a.	 Que gocen de ciertas calidades o cargos.


	Estas personas son los pastores, sacerdotes o ministros de culto de iglesias, confesiones o instituciones religiosas que gocen de personalidad jurídica; los miembros de la Gran Logia de Chile, de la B'nai B'rith de Chile, y los integrantes de las Fuerzas Armadas y Carabineros.


	3b. Que hayan sido determinadas reservadamente por los órganos o personas jurídicas referidas para recibir o recabar la información.


	Estas personas deben ser determinadas por cada institución, en forma reservada, y su individualización contenerse en un registro que debe llevar un ministro de fe designado para tal efecto. 


	Lo anterior, tanto para resguardar la autonomía de estas instituciones y sus particularidades específicas, como la necesidad de centralizar y cohesionar la información, evitando su excesiva fragmentación.


	Tal determinación reservada y no pública, representa a juicio del Gobierno la forma más idónea de cumplir con la conclusión de la Mesa de Diálogo, en orden a lograr la averiguación del paradero y destino de los detenidos desaparecidos. 


	Dado que una publicidad inadecuada pudiera inhibir a los posibles informantes, la información recibida se considera no pública y, por ende, no le es aplicable a su respecto el artículo 11 bis de la ley Nº 18.575, que entre otras cosas, establece la publicidad de los actos administrativos de los órganos de la Administración y de los antecedentes que le sirven de sustento o complemento directo y esencial.


4. Requisitos de la información.


	La información que se proporcione a los receptores debe ser útil y conducente a la averiguación del paradero y destino de los detenidos desaparecidos. 


	Cualquier otra información que no cumpla dicha condición, resulta ajena a la norma propuesta.


	La entrega de una información que no reúna estas características, que obstaculice el fin perseguido y desvíe la persecución judicial, o el ocultamiento de información, tienen en nuestro ordenamiento jurídico remedios eficaces. 


	Estos comportamientos, todos de responsabilidad de los poseedores de la información, pueden ser objeto de persecución criminal, por las figuras que la propia mesa de diálogo identificó en su Declaración, tales como la obstrucción a la justicia, el perjurio, falso testimonio, calumnia o denuncia calumniosa. De ahí que el proyecto no se involucre en esos ilícitos.


	5. Sanciones por la violación del deber de reserva.


	Atendido el deber de reserva, en los términos ya explicitados, en el proyecto se consignan sanciones para la comunicación, divulgación o revelación del nombre y datos de los informantes. 


	Las sanciones son las del delito de violación de secreto establecido en el artículo 247 del Código Penal, que señala una pena para el empleado público que revela los secretos de un particular y los descubre con perjuicio de éste, y para el particular que ejerce alguna profesión que requiera título y revele los secretos que en razón de esa profesión le hubieren sido confiados.


	Las penas son reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a tres años) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


	6. Deber personal.


	En el inciso cuarto, se consigna que el deber de reserva sobre el nombre y los datos de los informantes persigue a los receptores, aun cuando hubiesen dejado de tener las calidades de miembro de las instituciones a las que pertenecían cuando recibieron la información. Se trata, por tanto, de un deber de reserva de por vida.


	7.  Declaración como testigos en juicio criminal.


	Con el objeto de garantizar su especial tarea, el proyecto establece que los receptores amparados en esta norma no se encuentran obligados a declarar como testigos en juicio criminal, entendiéndose comprendidas en el número 2° del artículo 201 del Código de Procedimiento Penal, que exime de tal obligación a las personas que por su estado, profesión o función legal, como el abogado,  médico o confesor, tienen el deber de guardar el secreto que se les haya confiado, pero únicamente en lo que se refiere a dicho secreto.


	Por la razón anterior, no serán sujetos del delito de obstrucción a la justicia, contemplado en el artículo 269 bis del Código Penal, que sanciona al que se rehusare a proporcionar a los tribunales de justicia antecedentes que conozca o que obren en su poder y que permitan establecer la existencia de un delito o la participación punible en él, o que, con posterioridad a su descubrimiento, destruya, oculte o inutilice el cuerpo, los efectos o instrumentos de un crimen o simple delito, salvo que no esté obligado a declarar.


	8. Plazos de recepción de información.


	Lo previsto en esta ley sólo es aplicable respecto de la información que se reciba dentro del plazo de seis meses contados desde su publicación.


	Se trata, por lo tanto, de una ley temporal.


	Si dicho plazo necesita ser ampliado, habrá que dictar una nueva ley que así lo establezca.


	9. Entrega de la información.


	Todas las informaciones que mediante este mecanismo se obtengan, serán entregadas al Presidente de la República, a más tardar al vencimiento del plazo de seis meses.


	Lo anterior, de acuerdo con la Declaración, para que evalúe los resultados del conjunto de estos esfuerzos y, si lo estimare necesario, impulse medidas complementarias para conseguir los objetivos propuestos.


V. Discusión general y particular.


	Atendida la naturaleza del proyecto en informe y la urgencia solicitada, el proyecto fue discutido por vuestra Comisión en general y particular a la vez.


--------


	El señor Ministro del Interior  explicó que la  Mesa de Diálogo concluyó sus trabajos con un Acuerdo, en el cual, como lo ha señalado el Presidente de la República, se hace cargo de las tareas que están pendientes, en el sentido de señalar el compromiso para que no vuelvan a ocurrir estos hechos y de examinar algunos de los asuntos que han quedado sin solución.


	El principal acuerdo obtenido es la búsqueda de un camino para encontrar a los detenidos desaparecidos, lo que el Presidente considera como un deber de quince millones de chilenos que deben  tener la misma altura de miras que tuvo la Mesa de Diálogo.


	El documento señala que se buscará información sobre esto, que ocultar esa información es inmoral, ilegal y antipatriótico y el Presidente hace fe que ese esfuerzo se va a realizar y se va a encontrar una cantidad importante de verdad. 


Cuando se encuentre esa verdad corresponderá a los tribunales de justicia  pronunciarse sobre ella y no al Ejecutivo ni al Congreso Nacional.


	En este marco, la Mesa de Diálogo solicitó un conjunto de acciones por parte de  los Poderes del Estado. 


Concurre hoy en día para cumplir uno de esos planteamientos, el principal que se hace al Poder Ejecutivo, al que se le pide dictar la legislación correspondiente y poner los recursos a disposición de las Instituciones que deberán hacer las investigaciones. Este último tema se cumplirá de manera autónoma, salvo que se requiera solicitar autorización de nuevos fondos al Congreso. 


Por lo tanto, lo que corresponde es proponer una legislación como lo propuso la Mesa de Diálogo, que cree condiciones similares a las del secreto profesional para las personas que entreguen información útil y conducente para el objetivo de encontrar el paradero y destino de los detenidos desaparecidos.


	Es muy importante dejar en claro que este es el sentido de la iniciativa legal que hoy presenta el Ejecutivo. 


La primera frase del mensaje del Presidente de la República dice que "La iniciativa que sometemos a vuestra consideración representa un hito en la solución del problema de los detenidos desaparecidos". 


No tiene este proyecto otra pretensión que esa. Simplemente recuerda la acción de la Comisión Rettig, la labor de la Corporación de Reparación y Reconciliación, para concluir que se ha hecho mucho en el país en busca de la verdad y también de la reparación y que existe un problema pendiente, muy substantivo, y es que no sabemos ni dónde están y qué pasó con una cantidad bastante importante de detenidos desaparecidos, algo superior a mil, si se está a la definición del artículo 6° de la ley N° 19.123 de quienes son detenidos desaparecidos.


	Lo que la Mesa de Diálogo compromete es la búsqueda de estos detenidos desaparecidos sobre la base de que las instituciones que en ella participan hagan un esfuerzo por encontrar la verdad, para lo cual se han comprometido solemnemente, y pongan la información a disposición del Presidente de la República y éste ante los tribunales de justicia. 


Ante ese compromiso la Mesa de Diálogo solicita del Ejecutivo y del Congreso que legislen para proteger la identidad de las personas que entreguen información que permita llevar a conocer el destino y paradero de los detenidos desaparecidos. Eso es exactamente lo que se está  haciendo.


	El proyecto de ley señala, en primer lugar, un muy preciso deber, que es el deber del secreto para personas determinadas y respecto de informaciones muy claras y puntuales. Las personas son las que entreguen información útil y conducente respecto al paradero y destino de los detenidos desaparecidos. Lo único que está protegido por el secreto son los nombres o los datos que permitan identificar a las personas que entregaron la información.


	El inciso tercero del artículo único del proyecto, sanciona la comunicación, divulgación o revelación del nombre o datos de quienes hayan proporcionado la información. 


No hay una sanción similar respecto de la lista reservada de las personas que van a llevar adelante esta información, por cuanto ella constará en un registro que llevará un ministro de fe de las Instituciones y por que esos nombres pueden ser conocidos si ellas deben certificar que otras están protegidas por el deber del secreto.


	Se trata de la información recabada en los seis meses de vigencia de esta ley, sea que las personas sigan siendo receptores de información o no. La obligación se mantiene aunque la persona deje de ser receptora de información, pero solamente en cuanto a la información recabada en esa virtud y dentro del plazo legal de los seis meses.


	Se señala, también, que esta información deberá ser entregada al Presidente de la República al vencimiento del plazo de los seis meses.


	Se declara no aplicable a estas personas el artículo 11 Bis de la ley N° 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado, que obliga a las personas que conocen de un delito a dar cuenta de ello dentro del plazo de 48 horas a los Tribunales de Justicia, por el tipo de tareas que están desarrollando.


	Se han dicho muchas cosas sobre este proyecto de ley, como que se trata de una ley de punto final. 


Ello no es así, nada en el proyecto establece la impunidad o modifica la responsabilidad penal o situación procesal de quienes hubieren participado en crímenes o simples delitos respecto de  detenidos desaparecidos. En Sudáfrica, por ejemplo, la auto inculpación y la confesión pública eran resguardadas con la impunidad. En este caso no se está diciendo de manera alguna que las personas quedan cubiertas por la impunidad, todo lo contrario, puede ocurrir, perfectamente, que una persona que entregue información, a los pocos meses, por otras razones, sea citada a los tribunales de justicia y tenga que declarar y ser inculpada.


	El Presidente de la República fue de opinión en hacer lo que le pedía la Mesa de Diálogo y que los tribunales de justicia deben hacer lo que la Mesa de Diálogo le pidió a ellos. Por lo tanto, nada puede entenderse como una forma de entorpecer la labor judicial.


	Se ha dicho que el proyecto de ley es una interpretación de la ley de amnistía, por que al conocerse el paradero y destino de los detenidos desaparecidos el juez podría aplicar la amnistía. 


Ello es una decisión judicial en la que el proyecto no se involucra. Hay jurisprudencia en ambas direcciones. Esta ley no interpreta, no modifica ni promueve la ley de amnistía. Lo único que hace esta ley es poner en un marco más general lo que la Mesa de Diálogo fijó, es un renglón de los acuerdos de la Mesa de Diálogo inserto en un Acuerdo más amplio. 


Es poner un elemento para conocer la verdad sobre el paradero y destino de los detenidos desaparecidos. El Ejecutivo no ve como esto puede hacerle mal a alguien, como puede perjudicar algún proceso, como puede poner punto final artificial o como puede abundar en injusticia o daños a las personas. 


Es una contribución importante, fundamental para la paz del país, por ello pide que se apruebe el proyecto de ley en la forma en que lo ha planteado el Ejecutivo.


--------


	Al término de la exposición del señor Ministro del Interior, la Comisión escuchó la intervención de la abogada Pamela Pereira,  y de las representantes de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos y del Partido Comunista de Chile,  las cuales constan en actas.


--------


	Las intervenciones de los Diputados miembros de las Comisiones Unidas estuvieron enfocadas a precisar el sentido y alcance tanto de la Declaración de la Mesa de Diálogo como del proyecto de ley en informe.


	En particular, sobre si el proyecto satisface los acuerdos adoptados en la Mesa de Diálogo; que se entiende por información útil y conducente y quien la califica; el establecimiento de sanciones penales para quienes teniendo información no la entreguen o lo hagan en forma torcida o inadecuada; el grado de compromiso que asumen los Comandantes en Jefe y las instituciones de la Defensa Nacional; el grado de impunidad que pudiera generar y la forma en que los tribunales deberán actuar con la información que se les entregue; las razones para no haber interpuesto querellas una vez descubiertos un número significativo de restos correspondientes a detenidos desaparecidos; la forma en que se hará entrega de la información que se obtenga; la vinculación de esta ley con determinados preceptos de la ley que creó la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación; la no aplicación de la normativa sobre publicidad de los actos administrativos y sus alcances;  la no aplicabilidad de las normas sobre amnistía  y prescripción, que en alguna medida pudiera desincentivar la entrega de información para no agravar su situación personal; el involucramiento de terceros en la información que se entregue; el valor de la información que se entregue no obstante el deber de reserva; el grado de desconocimiento de los ejecutores de estos  delitos, al no poder disponerse de su identidad; si es o no una ley de punto final; si promociona o no la entrega de información, etc.


	Las interrogantes anteriores y las respectivas respuestas, coincidentes por lo general con lo expresado en el mensaje y en la exposición del señor Ministro del Interior, constan en el acta de la sesión.


	Antes de declararse cerrado el debate, éste último explicó que el artículo 6° de la ley N° 19.123 tuvo un carácter declarativo y que su propósito fue dejar expresamente establecido que la ubicación de las personas detenidas desaparecidas, como igualmente la de los cuerpos de las personas ejecutadas y las circunstancias de dicha desaparición o muerte, constituían un derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad chilena.


	Ese era el problema que se deseaba resolver en el año 1992 y ahora, lo que se persigue es precisamente ayudar a cumplir ese propósito.


	La idea del Gobierno es que no hubiera soluciones legislativas y que todo quedará en manos de los tribunales de justicia. Pero, como éstas se propusieron, no le ha quedado otra cosa que asumir las que fueran solicitadas por la Mesa de Diálogo.


	Cerrado el debate y puesto en votación general el proyecto, fue aprobado por veintitrés votos a favor y una abstención.


	Puesto en votación en particular con las indicaciones presentadas, resultó aprobado con la misma votación, en los términos de que da cuenta el texto inserto al final de este informe.


	La primera indicación, referida al inciso sexto del artículo único, aclara que la información a que alude debe ser obtenida “por las personas u” organismos a que se refiere el inciso primero.


	La segunda, recaída en el inciso final, sólo agrega la preposición “A” en su inicio, para referirse, de esta forma, “A la información a que se refiere esta ley”, a la que no le será aplicable la norma del artículo 11 bis de la ley N° 18.575.


VI. Constancias reglamentarias.


	Para los efectos previstos en el artículo 289 del Reglamento, se hace constar:


Que el inciso final del artículo único tiene el carácter de norma orgánica constitucional.


Que el artículo único no requiere informe de la Comisión de Hacienda.


Que el proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, por 23 votos a favor y una abstención.


Que no hay opiniones disidentes que consignar.


Que fue rechazada, por mayoría de votos, una indicación destinada a suprimir, en el inciso tercero del artículo único, la expresión “comunicación”. 


	El resto de las indicaciones fueron retiradas, razón por la cual no se consignan en este informe sino en el acta de la sesión.


VII. Texto del proyecto.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad la señora Diputada Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente


PROYECTO  DE  LEY:


	"Artículo único.- Los pastores, sacerdotes o ministros de culto de iglesias, confesiones o instituciones religiosas que gocen de personalidad jurídica, los miembros de la Gran Logia de Chile y de la B'nai B'rith de Chile y los integrantes de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, que dichas instituciones determinen, estarán obligados a mantener reserva únicamente respecto del nombre y los datos que sirvan para identificar a quienes les proporcionen o confíen información útil y conducente para establecer el paradero y destino de los detenidos desaparecidos a que hace referencia el artículo 6º de la ley Nº 19.123. 


	La determinación de las personas a que alude el inciso anterior, será reservada y deberá contenerse en un registro que deberán llevar las instituciones mencionadas, a cargo de un ministro de fe designado para tal efecto.


	La comunicación, divulgación o revelación del nombre o datos de quienes hayan proporcionado la información a que hace referencia el inciso primero, será sancionada con las penas señaladas en el artículo 247 del Código Penal, según sea el caso.


	El deber de reserva que contempla esta disposición será exigible a las personas señaladas en el inciso 1º, aun cuando hubiesen perdido las calidades que allí se señalan. Dichas personas se entenderán comprendidas en el Nº 2 del artículo 201 del Código de Procedimiento Penal.


	Lo previsto en esta norma sólo será aplicable respecto de la información que aquellos reciban dentro del plazo de seis meses contados desde la publicación de la presente ley.


	La información que obtengan las personas u organismos a que se refiere el inciso primero de esta ley, será entregada al Presidente de la República a más tardar al vencimiento del plazo de seis meses que establece el inciso quinto. 


	A la información a que se refiere esta ley, no le será aplicable el artículo 11 bis de la ley Nº 18.575.".


--------


	Se designó Diputada Informante a la señora Laura Soto González.


	Sala de la Comisión, a 20 de junio de 2000.














	Tratado y aprobado, conforme se consigna en el acta de las sesión de igual fecha, con asistencia de los Diputados y Diputadas Laura Soto González (Presidenta), Gustavo Alessandri Valdés, Rodrigo Álvarez Zenteno, Gabriel Ascencio Mansilla,  Francisco Bartolucci Johnston, Mario Bertolino Rendic, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González,  Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Tomás Jocelyn-Holt Letelier, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval, Iván Mesías Lehu, Dario Molina Sanhueza, Jaime Mulet Martínez, Jaime Naranjo Ortíz, Sergio Ojeda Uribe, Andrés Palma Irarrázabal, Aníbal Pérez Lobos, Carlos Recondo Lavanderos e Ignacio Walker Prieto.

















Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.














�
DECLARACION DE LA MESA DE DIALOGO SOBRE 	DERECHOS HUMANOS





I.	REFLEXIONES FUNDAMENTALES





La Mesa de Diálogo fue convocada por el Supremo Gobierno porque subsiste entre los chilenos un desencuentro que dificulta que el país avance unido hacia el futuro.





Chile sufrió, a partir de la década de los 60, una espiral de violencia política, que los actores de entonces provocaron o no supieron evitar.  Fue particularmente serio que algunos de ellos hayan propiciado la violencia como método de acción política.  Este grave conflicto social y político culminó con los hechos del 11 de septiembre de 1973, sobre los cuales los chilenos sostienen, legítimamente, distintas opiniones.





Sin embargo, hay otros hechos sobre los cuales no cabe otra actitud legítima que el rechazo y la condena, así como la firme decisión de no permitir que se repitan.  Nos referimos a las graves violaciones a los derechos humanos, en que incurrieron agentes de organizaciones del Estado durante el gobierno militar.  Nos referimos también a la violencia política cometida por algunos opositores al régimen militar.





En especial nos preocupa hondamente la tragedia, aún no resuelta, de los detenidos desaparecidos.  Es imperativo y urgente contribuir a superar este problema.  Ello requiere de parte de todos un espíritu de grandeza moral que nos permita concordar medidas efectivas para ese fin.





Con miras a propiciar dicho espíritu y, en general, de avanzar hacia un reencuentro nacional, representantes de las FFAA y Carabineros, abogados de derechos humanos, autoridades de entidades éticas y personeros de la sociedad civil, han trabajado por largo tiempo en esta instancia de diálogo, reconstruyendo espacios de confianza sobre la base de la tolerancia y la franqueza.





Debemos comenzar por explicitar las lecciones morales que se desprenden de nuestra historia reciente:





El país necesita hacer todo lo humanamente posible para que nunca más se recurra a la violencia política o se violen los derechos de las personas en nuestra patria.





Reafirmamos que es condición del estado de derecho que el ejercicio legítimo de la fuerza quede entregado exclusivamente a los órganos competentes en un sistema democrático, como también el rechazo absoluto de la violencia como método de acción política.  Se hace indispensable desterrar y rechazar, de manera categórica, cualquier forma de acceso al poder por vías distintas de las democráticas.





Aseveramos, asimismo, que la defensa del estado de derecho y en particular el respeto de los derechos fundamentales de todos los habitantes de la República, en todo tiempo y circunstancia, es sustento ético de las instituciones de la Nación.





Es necesario formar y educar a nuestras generaciones futuras en el debido respeto de los derechos de las personas.  Para ello, se deben incorporar o reforzar, en todos los ámbitos de la enseñanza nacional, los contenidos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario.





La solución del problema de los detenidos desaparecidos requiere de la ubicación de sus restos mortales, cuando ello sea posible, o que se establezca, en todo caso, su destino.  Si conseguimos ese objetivo habremos cumplido con el deber de dar paz de espíritu -en alguna medida- a sus familiares.  Sin embargo, la necesidad de conocer el paradero de los detenidos desaparecidos trasciende ese deber; también tiene como propósito que el país tome conciencia, de manera concreta, de aquello que no debe repetirse.





II.	CONTENIDOS PRINCIPALES DE UN COMPROMISO PARA SER ASUMIDO POR EL PAIS ENTERO





Con el fin de superar los problemas del pasado y avanzar hacia el reencuentro de todos los chilenos, llamamos a realizar un gran esfuerzo nacional que comprometa muy activamente a las más altas autoridades del  país,  a  las instituciones civiles, militares, religiosas y éticas, así como a la comunidad nacional en su conjunto, en la tarea de encontrar los restos de los detenidos desaparecidos o, cuando ello no sea posible, obtener al menos la información que permita clarificar su destino.





Condiciones generales sobre la información





-	Con el objeto de obtener información útil y conducente para establecer el paradero y destino de los detenidos desaparecidos, proponemos que se dicten disposiciones legales que establezcan el secreto profesional en los términos que se señalan más adelante.





-	La Mesa de Diálogo declara que quien oculte la información que pueda tener sobre el paradero o suerte de los detenidos desaparecidos incurre en una conducta moralmente condenable y antipatriótica, sin perjuicio de que ella puede ser constitutiva, de acuerdo a la legislación vigente, de los delitos de perjurio, falso testimonio u obstrucción a la justicia.  Igualmente, quienes entreguen información falsa o tendenciosa, pueden incurrir en los delitos de calumnia o denuncia calumniosa.





Respecto de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile:





-	Las instituciones de las Fuerzas Armadas y Carabineros se comprometen solemnemente a desarrollar, en un plazo de seis meses, desde que entre en vigencia la legislación que proponemos, los máximos esfuerzos posible para obtener información útil para encontrar los restos de los detenidos desaparecidos o establecer su destino.  La información que por esta vía obtengan, será entregada al Presidente de la República.





-	Las personas que reciban o recaben esta información estarán amparados por el secreto profesional, conforme al cual no estarán legalmente obligados a señalar su fuente, quedando de este modo en reserva la identidad del informante.  Quienes violen este secreto profesional deberán ser sancionados de acuerdo a la legislación vigente.





-	La Mesa de Diálogo acoge la afirmación de los mandos de las Fuerzas Armadas y Carabineros, en el sentido de que sus respectivas instituciones no cuentan actualmente con esa información, pero están dispuestas a colaborar en su obtención.





Respecto de las instituciones religiosas y éticas presentes en esta Mesa de Diálogo:





-	Las autoridades de instituciones religiosas y éticas presentes en la Mesa de Diálogo, se comprometen a colaborar en esta tarea en el mismo plazo establecido.  Asimismo, promoverán mecanismos para que sus respectivas instituciones puedan recibir información útil y conducente, que se quiera hacer llegar por esa vía, para lo cual gozarán igualmente de la facultad legal de no revelar sus fuentes de información.  La ley deberá establecer las categorías de personas que detentan las prerrogativas del secreto.  Los antecedentes que por esta vía se obtengan, serán entregados al Presidente de la República.





Respecto de los poderes del Estado, se solicita lo siguiente:





Al Poder Ejecutivo:





-	Que proponga, en el más breve plazo posible al Congreso Nacional y con la urgencia del caso, las modificaciones legales necesarias con el objeto de establecer el secreto profesional para quienes reciban o recaben información sobre el paradero de los detenidos desaparecidos.





-	Que disponga de los recursos materiales y humanos que requieran las diferentes instancias y organismos que estén llamados a participar en este Esfuerzo Nacional.





-	Que solicite a la Excelentísima Corte Suprema la designación de los Ministros en Visita que correspondan, una vez recibida la información pertinente.





Al Congreso Nacional:





-	Que otorgue la máxima prioridad al proyecto de ley que proponga el Presidente de la República en orden a establecer el secreto profesional.





A la Corte Suprema de Justicia:





-	Que designe Ministros en Visita a fin de que se aboquen y otorguen especial atención a las causas que, con motivo de la información remitida por el Presidente de la República, sea necesario instruir para los fines de aclarar el paradero de los detenidos desaparecidos. En aquellos casos en que la nueva información corresponda a procesos que se encuentran en actual tramitación, ésta deberá remitirse al tribunal correspondiente.





-	Que instruya a los Ministros en Visita para que las causas sean tramitadas con la mayor expedición posible, especialmente en lo referente a la localización, exhumación, identificación, establecimiento de la data y causas de la muerte, así como la entrega de los restos a sus familiares, todo ello de acuerdo con la legislación vigente.





Solicitamos al señor Presidente de la República, como máxima autoridad de la Nación, que una vez finalizada la vigencia de las medidas propuestas, evalúe los resultados del conjunto de estos esfuerzos y, si lo estima necesario, las prorrogue por otros seis meses.





Le solicitamos asimismo, que luego de esa evaluación y si lo estima necesario, impulse medidas complementarias para conseguir los objetivos propuestos.  Con ese fin, la Mesa de Diálogo pone a su disposición el conjunto de sus estudios y debates sobre medidas analizadas, aunque no acordadas, que pudiere considerar viables.





III.	CONSIDERACIONES FINALES


Con esta declaración se pretende asumir nuestro pasado.  Comprendemos que es injusto traspasar a los jóvenes los conflictos y divisiones que han dañado al país.





El espíritu que nos anima es legar a las nuevas generaciones de chilenos una cultura de convivencia basada en la libertad, la verdad, la tolerancia y el respeto.





La Mesa de Diálogo estima que, sobre estas premisas se pueden crear las condiciones que efectivamente contribuyan a la unidad nacional y a profundizar las bases de la convivencia entre todos los chilenos.





Santiago, 13 de Junio de 2000.


� El mensaje respectivo, N° 084-342,  ingresó a trámite legislativo con fecha 20 de junio de 2000 y lleva la firma  de S.E. el Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, del Ministro del Interior, don José Miguel Insulza Salinas; del Ministro de Defensa Nacional, don Mario Fernández Baeza; del Ministro Secretario General de la Presidencia, don Alvaro García Hurtado, y del  Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez Urrutia.
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